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SEÑOR PRESIDENTE (Falero).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida a los representantes de PLENADI señoras Carmen 
Odone, Graciela Rumi y Roxana Eguez y el señor Luis Trucco. 


Ustedes habían solicitado una entrevista con motivo de conmemorarse el próximo martes 9 de diciembre el 
Día Nacional de la Persona Discapacitada y el 28” aniversario de la Declaración de los Derechos de las 


Personas con Discapacidad. 


SEÑOR TRUCCO.- En primer lugar, quisiéramos agradecer a la Comisión por darnos la oportunidad 
de estar aquí con ustedes 


Como decía el señor Presidente, mañana se cumple un nuevo aniversario de la aprobación de la Ley. 

N? 17.003, que declara el 9 de diciembre como el Día Nacional de la Persona Discapacitada y el 28% 
aniversario de la proclamación por parte de las Naciones Unidas, el 9 de diciembre de 1975, de los derechos 
de las personas con discapacidad 


Nuestra organización, que ya tiene veinte años de actividad ininterrumpida en el país, como federación, está 
integrada por instituciones de la capital y del interior. Creímos oportuno concurrir al Parlamento Nacional y, 
en ese sentido, hemos solicitado varias audiencias, la primera de las cuales esta Comisión, generosamente, 
nos la ha concedido. 


Las personas con discapacidad, en términos generales y de acuerdo con datos estadísticos, representan el 

10% de la población del país, es decir, más de 300.000 de sus habitantes. Probablemente, este dato sea 
ratificado o modificado en función de una encuesta de hogares que la Comisión Nacional Honoraria del 
Discapacitado, junto con el Instituto Nacional de Estadística, comenzó a realizar en setiembre del año pasado 
a nivel nacional, tratando de ubicar en un año por lo menos 20.000 hogares de ciudades de más de 5.000 
habitantes. En función de los datos que resulten de esta encuesta, nos acercaremos -o no- al 10% que nosotros 
siempre mencionamos de acuerdo con datos estadísticos de instituciones internacionales como la OMS, la 
OPS, la UNICEF, etcétera. 


La discapacidad incluye áreas tales como la educación, la salud, la prevención, la rehabilitación, el medio 
ambiente, el transporte y, por supuesto, legislación del trabajo y capacitación. En ese sentido, aprovechando 
estas fechas, queríamos estar con ustedes unos momentos para trasladarles algunas inquietudes, así como 
también para responder a las preguntas que deseen formularnos. 


SEÑORA RUMI.- Queremos expresar nuestro agradecimiento por habernos recibido y establecer 
algunas ventajas y desventajas que hemos obtenido a través de una ley que aún está sin reglamentar. 
Efectivamente, solamente hay algún decreto que se refiere a ciertos artículos que se están aplicando. 


Cuando se formó PLENADI, en 1981, avanzó tremendamente en cuanto a las mejoras para las personas con 
discapacidad, pero, como lo establece el plan de acción mundial, no alcanzaba con una declaración de los 
derechos de los impedidos. Hubo que instrumentar un plan de acción mundial y las Naciones Unidas lo 
proclamaron nuevamente en 1982, pero de ese plan hemos obtenido muy pocos resultados, porque, 
lamentablemente, no se ha instalado. 


El plan se refería a la rehabilitación integral, la equiparación de oportunidades, la prevención de la 
discapacidad y de todo aquello que la provoca. En su momento hubo un movimiento muy especial y a nivel 
de las Intendencias -tanto en Montevideo como en el interior- obtuvimos mejoras, como rampas para 
discapacitados y pases libres. En aquel momento, parecía que se trataba de equiparar a las personas con 
discapacidad para que tuvieran las mimas oportunidades. Pero las cosas se han aquietado demasiado; desde 
hace unos tres o cuatro años hemos tenido varias dificultades gravísimas como, por ejemplo, el retiro, en 
algunos casos, de las pensiones por invalidez. Se producen revisiones que hacen que esas pensiones no se 
puedan cobrar durante dos o tres años y, en muchos casos, es lo único que reciben porque, lamentablemente, 
es prácticamente imposible que haya alguna colocación en el área laboral. Hemos tenido talleres para 
personas con discapacidad, aquellos que se dedican a la rehabilitación profesional y que, además, están 
buscando la forma de emplear a estas personas, y puedo decir que han tenido muchos problemas con esas 
ayudas especiales que brinda el BPS. Los señores Diputados sabrán que, inclusive, el año pasado hubo un 
recorte de un 20% en la partida que se otorgaba a las ONG que estaban trabajando con discapacitados; esto 
después se restauró mediante un decreto, pero durante aproximadamente diez meses las instituciones 
estuvieron tecleando. Todo esto más lo que les contaba nos hace sentir que todo aquello que habíamos 
logrado se está desvaneciendo. 


Al día de hoy -por eso decía que hay logros primarios-, a través de la Ley N” 16.095, por la que quedó 
establecida la Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado, delegados del Ministerio de Trabajo y 


Seguridad Social elevan a esta Comisión un anteproyecto para reglamentar los artículos 42 y 48; quedarían 
sin reglamentar otros, pero si no están de acuerdo con esos dos, estos no sirven. 


Pienso que por la falta de recursos que existe en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social -no creo que sea 
otra la intención; nos tiene muy nerviosos el hecho de que posiblemente se decrete en el primer acuerdo que 
haya y hemos tratado de que se postergue ya que eso muy importante- aparece dentro del proyecto de 
reglamentación la posibilidad de que los talleres de producción protegidos se transformen en empresas. 
Nosotros decimos que en muy pocas oportunidades los talleres de producción protegidos pueden ser 
empresas, porque ese tipo de talleres deben tener la posibilidad de ingresar a las discapacidades más severas 
y, evidentemente, la producción no va a transformarse en la que exige una empresa. En otros países, todo lo 
que no produce la persona con mayor discapacidad en estos talleres lo cubre el Estado. En este caso sabemos 
que es imposible que el Estado lo cubra debido a la falta de recursos, por lo menos en este momento. Eso 
estaría condenando a que solo aquellos talleres de las ONG que hoy son empresa -creo que hay solo uno- 
sean los únicos privilegiados del Decreto. 


Tratamos de elevar una nota al señor Ministro planteándole que no había tenido en cuenta nuestras 
consideraciones porque ya se iba a presentar el decreto en el acuerdo, y esa es una de las cosas que hoy, a un 
día de cumplirse los veintiocho años de la Declaración de los Derechos de los Impedidos, nos está 
molestando demasiado. 


Estamos trasladando a los señores Diputados nuestra inquietud; además, queremos dejar a la Comisión un 
material sobre el decreto y sobre las aspiraciones que tenemos. No pedimos respuesta, simplemente contar 
con su interés para ver qué posibilidades tenemos de hacer algo al respecto. 


SEÑOR TRUCCO.- Lo que decía la señora Rumi es, precisamente, que este tema de los talleres 
protegidos, de los talleres terapéuticos -es una forma cercana a ese tipo de acción-, está ligado 
íntimamente con las prestaciones de ayudas especiales del BPS. Es un tema sobre el cual el año pasado 
tuvimos ciertas movilizaciones, no solo a nivel de los siete Directores del BPS sino a través de las 
Gerencias. El BPS ofrece dos tipos de ayuda para las personas con discapacidad: una para el pago de 
la cuota del centro y otra para el traslado o la locomoción, porque hay muchas personas con 
discapacidad que van en sillas de ruedas, andadores, bastones canadienses, bastones comunes, etcétera. 
En ese sentido, tuvimos problemas precisamente porque una de las decisiones primarias del BPS era la 
de cortar la ayuda a aquellos que podrían ir a los talleres de rehabilitación o protegidos. 
Supuestamente, de acuerdo con la Ley N” 16.095, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social estaría a 
cargo no solo de la creación sino del mantenimiento, de la puesta en ejecución, etcétera, de ese tipo de 
talleres protegidos. Hasta el día de la fecha, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no tiene 
ningún centro de ese estilo; por lo tanto, hay varias instituciones, centros de rehabilitación, que están 
supliendo al Estado. Esto también está ligado a ese tema. Al estudiar el proyecto original del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social le hicimos una cantidad muy importante de sugerencias en el sentido de 
que se tengan en cuenta nuestros justos reclamos y nuestras justas posturas en función de las personas 
con discapacidad, pero lamentablemente esa Cartera no las tomó en cuenta para nada, salvo alguna 
coma o algún concepto secundario que no cambia la filosofía del proyecto en sí. Nosotros consideramos 
que esto debe ser tenido en cuenta, como ya lo dijo la compañera. Parecería que esta petición que hizo 
PLENADIL, llevada en mano propia al señor Ministro hace setenta y dos horas, fue tomada en cuenta. 
Se tratará de hacer los ajustes correspondientes. Esperamos que se consideren nuestras sugerencias, 
así como algunas otras que están dando vuelta por ahí y que, por lo menos, se demuestre la realidad. 
De lo contrario, si se aplica el proyecto tal cual está en este momento -cuya copia hemos entregado 
recién- quedarían de lado muchos centros y, por lo tanto, las personas con discapacidad que 
comprenden, siendo discriminadas o separadas de las acciones globales de la sociedad. 


Sé que tenemos poco tiempo, pero tal vez los señores Diputados quieran hacer algunas preguntas. Nosotros 
estamos a las órdenes para contestarlas. El tema es mucho más amplio, pero no queremos abusar de su 
tiempo, porque quizás tengan alguna otra reunión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me interesaría que se pusieran en contacto con la Secretaría para establecer 
de qué manera podemos comunicarnos con ustedes. 


SEÑOR TRUCCO.- Hemos entregado folletos en los que pueden encontrar nuestra dirección, el 
número de telefax y el correo electrónico. 


SEÑORA CASTRO.- El señor Trucco ha manifestado que este es un problema harto complejo; tengo 
claro que lo es. Nos tomaremos tiempo para poder desentrañarlo, pero hay algunos puntos de este 
proyecto de decreto que presenta el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que me llaman la 
atención y sobre los cuales quisiera conocer la posición de PLENADI. Me refiero a los artículos 5” y 8” 
del proyecto de decreto. 


La parte final del artículo 5* dice: "(...) Las personas con discapacidad que desempeñen tareas en el marco de 
un proceso de formación o participen de actividades con la finalidad exclusiva de integrarse socialmente, no 
percibirán remuneración salarial alguna". Me gustaría conocer la posición de PLENADI al respecto. 


Dentro de las Disposiciones Generales, el artículo 8* establece: "Las personas con discapacidad que 
desempeñen actividad como trabajadores dependientes o como aprendices en los talleres de producción 
protegida, en las entidades paraestatales y del sector privado, tendrán derecho a una remuneración que no 
podrá ser inferior al mínimo salarial de la categoría correspondiente al sector de actividad en el que se 
desempeña". La pregunta concreta referida a este artículo es, en primer lugar, si PLENADI comparte la 
homologación de la situación del aprendiz con la del trabajador dependiente y, en segundo término, si 
comparte el criterio de fijar el mínimo con relación al mínimo de la rama de actividad o si entiende que se 
debe tener en cuenta algún otro parámetro. 


Aclaro que estoy haciendo estas dos preguntas concretas más allá de que en otra oportunidad, cuando 
hayamos analizado la información, me gustaría hacer alguna otra. 


SEÑORA RUMI.- Esos son, precisamente, dos artículos a los que nos oponemos. 


El primero de los mencionados por la señora Diputada Castro, que refiere a las personas con discapacidad 
que deseen integrarse socialmente, me deja mucho que pensar. Aquellas personas que deseen integrarse 
socialmente tendrán un área social a la cual integrarse; no tienen por qué hacerlo a través de la función 
laboral porque, por lo general, todas estas ONG tienen áreas de aprendizaje, de deporte, etcétera. En 
absolutamente todas ellas se complementan unas y otras áreas. Personalmente, tengo temor de que estas 
personas sean utilizadas en el área laboral para hacer mandados, para cargar o alcanzar cosas; eso es algo que 
no podemos permitir. 


En cuanto al artículo 8%, es otro de los que nosotros cuestionamos y con respecto al cual enviamos 
sugerencias. Todo esto que estamos planteando debió haberse elaborado en el seno de la Comisión Nacional 
Honoraria, que está reglamentando la ley, y no a través de un decreto del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. Hay todo un equipo en torno a este tema, y los integrantes de las instituciones deben hacer sus 
sugerencias. Ya desde el plan mundial se está diciendo que las personas con discapacidad debemos estar 
presentes en la elaboración de los planes para evitar todo este problema, porque, evidentemente, nosotros 
somos quienes podemos explicar y hacer ver cuáles son nuestras necesidades. 


Con respecto a lo que planteaba la señora Diputada Castro en cuanto a la remuneración de las personas con 
discapacidad, voy a dar una explicación que ya he dado a mis compañeros. Supongamos un taller de 
panadería, donde cada joven tiene que hacer diez "croissant". Pero habrá uno que podrá hacer cuatro. 
Entonces, esa producción que no hizo ¿quién la está pagando? ¿El compañero que hace diez? No; resulta 
imposible de equiparar. Por eso, en todos los países del mundo el Estado se hace cargo de esa parte 
productiva. Entonces, todos estarán en igualdad de condiciones, pero como eso no va a cumplirse se estará 
exigiendo a las instituciones algo que no podrán hacer, porque si esa producción no existe, no se le podrá 
pagar al muchacho lo que la ley establece que debe pagarse al aprendiz de panadería o al maestro de pala. Es 
imposible. 


Nosotros entendemos que esto nuevamente va a coartar las posibilidades de los jóvenes y que deberá fijarse, 
de acuerdo con las posibilidades de las instituciones -que son las únicas que están haciendo algo-, un premio 
estímulo para estos muchachos que les permita adquirir hábitos y les haga gustar del trabajo. Por lo general, 
estos jóvenes han salido del área de la educación especial, donde han sido sobreprotegidos y donde es muy 
difícil crear esos hábitos laborales. Entonces, si nosotros, por otro lado, no los estimulamos de alguna manera 


-no se nos permite el estímulo- es imposible crear esos hábitos para incluirlos en el trabajo de la norma o para 
que continúen, según sus características especiales, en ese taller protegido. 


SEÑORA CASTRO.- En realidad, no me queda clara la posición de PLENADI sobre este punto, pero 
aclaro que desconozco el tema. 


¿Acaso PLENADI se opone a la remuneración con carácter salarial y entiende que es pertinente un tipo de 
incentivo o de ingreso de otro carácter? ¿O acaso se opone a una remuneración salarial ligada a 
productividad? 


SEÑOR TRUCCO.- Encontré en mi cartera la propuesta que presentamos; no puedo dejárselas 
porque está muy garabateada, pero en los próximos días se la haremos llegar. 


Con respecto a lo que manifestaba la señora Diputada Castro, en esa propuesta que elevamos al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, dentro de las disposiciones generales, en el artículo 8” se establece que las 
personas con discapacidad que desempeñan actividad como trabajadores dependientes o como aprendices en 
entidades paraestatales y del sector privado tendrán derecho a una remuneración que no podrá ser inferior al 
mínimo salario de la categoría correspondiente al sector de la actividad en el que se desempeñen. Además, 
agregamos que en cuanto a los talleres de producción protegidos -sobre esto estábamos hablando- se ajustará 
a esta regla, contemplando las situaciones especiales en cuanto al grado de discapacidad y rendimiento en 
cada caso, de aquellos que aún no alcanzan las metas planteadas. Esto último que leí es un agregado de 
nosotros. 


No sé si quedó clara la respuesta. 
SEÑORA CASTRO.- No; no me queda claro. No importa, lo hablamos en otro momento. 


SEÑOR TRUCCO.- No pretendemos que en esta instancia quede todo aclarado. De pronto, pueden 
darnos una nueva oportunidad. Quizás, con la entrega por escrito de nuestras inquietudes globales 
sobre este proyecto podrán despejar sus dudas los señores Diputados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros tenemos que leer la información que nos hicieron llegar. Sería 
bueno que también nos enviaran algún otro comentario que les merezca este proyecto. Cuando estemos 
en conocimiento de la situación trataremos de resolver nuestras dudas, ya sea a través de 
comunicaciones telefónicas o de una convocatoria a una nueva reunión. 


Entiendo que esta instancia ha servido para tomar contacto con el problema. A partir del análisis que 
hagamos, veremos cuáles son los pasos a seguir. 


SEÑOR TRUCCO.- Agradezco nuevamente la oportunidad que nos han dado para hacer nuestro 
planteo. Nos comprometemos a hacerles llegar las propuestas que hizo PLENADI en función de este 
decreto. Yo hice referencia a alguna de ellas, pero hay otras y, lógicamente, ustedes tienen que tenerlas 
completas. 


Quiero recordarles que mañana 9 de diciembre, a la hora 14 y 30, haremos un acto conmemorativo en este 
edificio, en el pasaje central del nivel -1. Han sido invitadas autoridades nacionales y parlamentarias, 
compañeros de instituciones, prensa, etcétera. Será un acto recordatorio, evocativo, de reflexión sobre el 
alcance de esas dos fechas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su presencia. Estamos a sus órdenes. 


(Se retiran de Sala los representantes de PLENADI) 


(Ingresa a Sala una delegación de la UNOTT) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a los señores Roberto Roig, Freddy González, Marcos 
Lombardi, Eduardo Pereyra, Hugo Bosca y Sergio Rocca. 


La UNOTT envió una nota el 26 de noviembre de 2003 solicitando una entrevista para plantear la situación 
salarial del sector y algunos despidos producidos en RAINCOOP. 


SEÑOR PEREYRA.- En nombre de la UNOTT, agradecemos la deferencia de la Comisión y la rapidez 
con que nos ha recibido. 


El convenio firmado en el sector transporte urbano pautaba ajustes semestrales por el cien por ciento del IPC 
y se cumplió con normalidad hasta junio del 2002; a partir de ese momento el país empezó a vivir la situación 
que todos conocemos. Por ese motivo, la crisis que está instalada desde hace tiempo en el sector transporte se 
agudizó, por lo que comenzó a darse una situación de inestabilidad que se llevó algunas de nuestras 
reivindicaciones y tuvimos pérdida de beneficios. Según el convenio salarial, el ajuste siguiente iba a ser en 
diciembre del 2002, pero tácitamente hubo un acuerdo entre todas las partes para dejarlo sin efecto, en 
función de que representaría un aumento importante que conllevaría un incremento de las tarifas en una 
proporción que la población no estaba en condiciones de absorber. El acuerdo que asumimos en esa 
oportunidad -también tácito porque no estaba escrito- era que una vez que se ajustara la tarifa se contemplara 
parte de la pérdida salarial. Esto llevó a que en enero del 2003 el transporte en general hiciera un paro 
denunciando que tanto la Intendencia Municipal de Montevideo como el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas ajustaban las tarifas dejando de lado el salario. 


En abril de este año acordamos un ajuste para el sector urbano del entorno del 9%, dejando para atrás una 
pérdida salarial de casi un 14%, para ver en qué momento se podría estudiar iniciar una recuperación de 
manera razonable. Durante todo este tiempo hemos tenido una posición flexible y de reconocimiento de la 
realidad difícil que está golpeando duramente a toda la sociedad y, por supuesto, también a los trabajadores 
del transporte. Por estos motivos, aceptamos tácitamente ir llevando la situación. 


Es obvio que desde abril hasta ahora no ha habido ajustes salariales en el sector urbano -sí lo hubo en el 
suburbano interdepartamental; a partir de noviembre se reconoció la inflación generada entre mayo y 
noviembre-, por lo que hoy estamos reclamando a las autoridades que negociaron con nosotros -en este caso 
a la Intendencia Municipal de Montevideo- y al sector empresarial ajustar los salarios. No pretendemos que 
se reconozca toda la pérdida, pero sí la que se generó desde abril hasta diciembre y ver cómo se podrá 
recuperar gradualmente en el futuro parte del salario que perdimos, en una posición que también tiene en 
cuenta las dificultades que se están viviendo. 


Actualmente la situación está muy difícil porque las empresas nos plantean que si queremos aumentos de 
salarios, eso nos costará puestos de trabajo. Entonces, el planteamiento es que sigamos eliminando puestos de 
trabajo, pero nos resistimos a seguir en esa lógica, si no se establece un piso. Nos parece muy bárbaro que en 
un país en el que se ha llegado a récords históricos de desocupación se eliminen puestos de calidad como los 
del transporte solo por voluntad de las empresas. En el último año y medio se han perdido más de 1.000 
puestos de trabajo en el transporte urbano de pasajeros, cuestión que es muy grave y dolorosa para nosotros. 
No estamos dispuestos a discutir, así porque sí, cambiar salario por trabajo. 


Si se nos propone la lógica de seguir eliminando puestos de trabajo, pediremos que alguien ponga límites, 
porque si no esto es algo de nunca acabar. Se hacen discursos en los que se nos presenta como si fuéramos 
gente privilegiada por el solo hecho de tener un trabajo estable. 


A esos efectos, pedimos la colaboración de la Comisión. 


Por otra parte, hace más de un mes y medio que cursamos dos notas al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social solicitando una entrevista con el señor Ministro para plantearle esta situación que involucra, ni más ni 
menos, que a 5.000 personas en el transporte urbano y a otras tantas en el transporte suburbano 
interdepartamental, pero hasta ahora no hemos obtenido respuesta. Asimismo, hace más de un año que 
tratamos permanentemente de lograr entrevistarnos con el Intendente de Montevideo -en este mismo tono, 
para intercambiar ideas, opinar sobre el sector y pedir que se nos escuche, porque conocemos el tema-, pero 
tampoco se nos ha contestado. 


El hecho es que hoy estamos sin respuestas, cuando hemos tenido una actitud abierta, de diálogo, de 
comprensión de la realidad. No hemos hecho ningún planteamiento exacerbado, sino que estamos planteando 
algo absolutamente legítimo y potable. Sin embargo, los actores políticos vinculados al transporte no tienen 
voluntad para tener en cuenta nuestros planteamientos. A su vez, los empresarios nos piden más de lo que 
podemos dar y nosotros no estamos dispuestos a entregar, porque sí, más puestos de trabajo de los que ya se 
ha llevado esta dinámica. 


Por lo tanto, queremos que exista una regulación más fuerte en torno a este tema. 


SEÑOR LOMBARDI.- También queremos informar sobre la situación generada en la empresa 
RAINCOOP, a la que hoy se suma la de la empresa UCOT. 


Siguiendo la línea argumental del planteamiento que realizó el compañero Pereyra en cuanto a la estabilidad 
laboral y a la pérdida de puestos de trabajo en el sector, lamentablemente debemos informar que este 
problema se ha agudizado y que en las cooperativas también se vive esta situación. 


Por otro lado, al desencadenamiento que se ha venido dando debido a la oferta de incentivos para que los 
trabajadores se vayan sin que se cubran sus puestos de trabajo, se le suman los despidos producidos en una 
situación que denominamos como anormal, porque no hay argumentos válidos para que los trabajadores 
pierdan el trabajo. Esta situación parece ser relativamente normal para la parte empresarial de estas 
cooperativas que aducen tener legitimidad como empresarios para desprenderse, para desvincularse de los 
trabajadores en el momento en que lo crean conveniente. 


Al respecto, podemos decir que la Resolución Municipal N* 4576 del 2000 -que no fue firmada por el 
arquitecto Arana porque no estaba en ese momento, sino por el Intendente Interino y por la señora María 
Julia Muñoz- hace referencia a la incorporación de la nueva tecnología en el sector y a las reestructuras que 
se puedan desarrollar dentro de los lugares de trabajo. Esto quiere decir que no necesariamente debe haber 
una máquina nueva para que se realice una reestructura, sino que un ordenamiento de los trabajadores 
también puede ser considerado como tal. 


En el artículo 4” de esa Resolución Municipal se establece que no podrá haber bajas en la plantilla de 
personal y que no podrá despedirse a los trabajadores, si no se cuenta con los argumentos legales necesarios. 
Esta Resolución no le quita fuerza a la ley vigente del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; por el 
contrario, hace referencia a dicha normativa al establecer que el trabajador podrá ser despedido, si incurre en 
notoria mala conducta, lo cual estaría dentro de los límites legales establecidos. Pero estas situaciones que se 
están dando en el sector desde ningún punto de vista están vinculadas a la separación del cargo por notoria 
mala conducta o por alguna otra razón justificada. 


Por otro lado, queremos manifestar que hay un preacuerdo firmado entre TUPCI, -que es la gremial que 
agrupa a las patronales de las cooperativas y COME- y ASCOT -que es el sindicato de las cooperativas-, y 
que en cuatro de sus siete artículos se hace referencia a esta Resolución Municipal. Esto quiere decir que en 
dicho preacuerdo están reafirmando la vigencia de la Resolución Municipal. Por tanto, podríamos decir que 
hoy en día se ha roto dicho preacuerdo porque las empresas cooperativas han decidido despedir trabajadores. 
Nosotros creemos que eso enrarece aún más la situación que estamos viviendo a nivel salarial, lo cual se 
suma a las irregularidades que se vienen cometiendo por falta de control de la Intendencia Municipal de 
Montevideo. Decimos esto porque en otros temas también se estarían dando irregularidades debido a la falta 
de controles o, mejor dicho, a una desregulación por parte de la Intendencia. Consideramos que esa situación 
acrecienta aún más la problemática del gremio. 


SEÑORA CASTRO.- Lamentablemente, la situación que ustedes describen no se da solamente en este 
sector, ya que podríamos decir que se produce en la generalidad de las ramas de actividad. Si bien 
teníamos alguna idea de la situación por que está atravesando el sector, quisiéramos formular dos 
preguntas concretas. Una de ellas está vinculada con el planteo realizado por el señor Pereyra. 


Cuando ustedes intentaron sintetizar el reclamo general de ASCOT, manifestaron que querían que en el ajuste 
se reconociera la pérdida que se produjo entre abril y diciembre, teniendo en cuenta que anteriormente habían 
aceptado el 9% y habían dejado para atrás el 3%. Por tanto, cuando hablan del reconocimiento de esa pérdida 


¿sobre qué base lo hacen? ¿Sobre una base porcentual o de montos? Si es porcentual, ¿de qué y en qué 
relación? 


Por otra parte, además de rechazarse el planteo empresarial por parte de ASCOT de poner salario versus 
pérdida de puestos de trabajo, ustedes manifiestan que si se va a seguir con esa línea, para sentarse a 
conversar hay que poner límites o fijar reglas de juego. Entonces, si comprendí bien, quisiera saber cuáles 
son los límites y las reglas de juego que ustedes proponen, si es que tienen algo pensado. 


SEÑOR BOSCA.- Cuando hablamos de estabilidad laboral y de puestos de trabajo tomamos la 
empresa que tiene menor cantidad de trabajadores. Hoy, producto -no podemos hablar de despidos- de 
la caída del mercado y de que muchos trabajadores han buscado otros caminos o se han jubilado, el 
número de trabajadores, que era de cinco por coche, ha quedado en cuatro y medio; es decir que cada 
un coche, tenemos a cuatro trabajadores y medio en el sector. Esta es la relación que se da en la 
empresa que tiene menos cantidad de trabajadores, que es CUTCSA. Nosotros entendemos que si hay 
que hacer una reestructura o tomar un número como base, debe ser ese. Es imposible plantearnos 
igualar el número de trabajadores a los de la empresa RAINCOOP, que es la que tiene más, ya que 
cuenta con cinco trabajadores punto tres por coche. Esa es la base para empezar a discutir. 


Entendemos que si no existe un número sustentable en el transporte, seguiremos discutiendo sobre bases 
inferiores. Nosotros consideramos que el transporte ya se reestructuró, que en los hechos los trabajadores que 
tenemos en el sector son los necesarios, los que pueden sostener el sistema, sin necesidad de aumentar el 
boleto; estamos convencidos de que es así. Lo importante que se debe saber es que mientras los trabajadores 
queremos defender el número de puestos de trabajo que tenemos en el sector, en los hechos, las empresas 
buscan seguir incorporando el sistema micro como una solución y enviando gente a la plantilla del seguro de 
paro, que es lo que está haciendo CUTCSA, bajando así su número de funcionarios. De esta manera se 
pretende resolver una ecuación y nosotros, los trabajadores, estamos convencidos de que no es la solución 
justa. Además, si se recorre es camino, en un plazo que no podemos establecer pero que no será muy largo, 
terminaremos diciendo que el sector del transporte tiene menos trabajadores que los que debe sustentar. Si 
esto sucede, deberemos incorporar métodos que se utilizan en el transporte, como el de trabajar doble y 
cobrar simple, lo cual ha sido denunciado aquí y en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Si bien esto 
se ha comprobado, en los hechos parece que es complejo obligar a la empresa a cumplir con que el trabajador 
trabaje ocho horas y luego se retire. 


Con respecto a la otra pregunta formulada por la señora Diputada Castro, debo decir que teníamos un 
convenio que establecía que los ajustes debían ser por el cien por ciento del IPC -el compañero Pereyra habló 
de la situación que se vive en el transporte-, por lo que entendíamos que se nos adeudaba un 14%. ¿Qué 
planteamos en este convenio que estamos reivindicando? Que se reconozca el cien por ciento del IPC de abril 
a diciembre, que es un 5%. Estamos dispuestos a licuar el resto, que es un 14%, en un plazo que deberemos 
acordar con las empresas y con el ente regulador. Nosotros no planteamos que este porcentaje se haga 
efectivo en un ajuste, en dos o en tres; en un momento dado dijimos que hasta podrían hacerse catorce ajustes 
y recibir un 1% de recuperación en cada uno de ellos. 


Queremos que quede claro que se trata de una situación muy compleja y trabada, y que creemos que el ente 
regulador no ha planteado una política firme y decidida sobre lo que quiere con respecto al transporte, de lo 
cual se aprovechan las empresas para sacar su rédito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ustedes dicen que se ha realizado un acuerdo con las cooperativas y que se 
está violando la Resolución Municipal N” 4576 de la Intendencia Municipal de Montevideo. Además, 
manifestaron que la falta de regulación y de control por parte de la Intendencia genera todas estas 
dificultades. 


Me gustaría que se aclarara un poco más esa afirmación. 


SEÑOR LOMBARDI.- Es una historia larga de contar, pero la falta de regulación por parte de la 
Intendencia viene desde distintos lugares. A nivel de un servicio público, como es el transporte, donde 
debería haber un único boleto, se fomenta o se permite la competencia desleal, desregulando de esa 
forma y generando una cantidad de problemáticas que las empresas trasladan a los trabajadores. Por 


ejemplo, los convenios que la empresa CUTCSA hace con OCA o con "La Española", así como el 
Boleto de la República -que salió una vez- o el Boleto Prado, en este momento, deberían ser 
denunciados, y los trabajadores entendemos que colaboran para desregular el sistema porque, 
mientras que la empresa CUTCSA argumenta que no tiene dinero para pagar a los trabajadores el 
salario adeudado, genera una situación que le hace agrandar sus costos, al abaratar el boleto. Al mismo 
tiempo, las otras empresas argumentan que no pueden dar el ajuste a los trabajadores porque la 
Intendencia no regula una situación igual para todas las que integran el sistema. 


A esto se agrega el tique transporte, cuando este servicio, al igual que todo el país, estaba viviendo una 
situación de crisis gravísima. Además, en ese momento, se permite que una empresa multinacional, como 
ACCOR, ingrese al sistema para generar un costo aún mayor, dándole un 6% de la administración de la venta 
de boletos, mientras se negaba el ajuste salarial a los trabajadores, precisamente, por ese mismo porcentaje. 


Todas estas situaciones que hemos mencionado desregulan. 


En el convenio al que hacíamos referencia, no solo está fijado el número de trabajadores dentro de las 
empresas cooperativas, sino también el porcentaje de sistema micro que tiene que haber, que es el permitido, 
que asciende al 21%. Llamamos sistema micro a aquel en que existe un conductor cobrador y no hay guarda. 


La situación que planteaba el compañero Bosca en cuanto a que los trabajadores de CUTCSA, 
principalmente los pequeños propietarios, trabajan más de ocho horas y cobran las horas extra como sencillas 
genera que exista lo que llamamos el micro virtual. Esto significa que lugares que tendrían que estar 
cubiertos por cuatro personas están atendidos por dos, porque trabajan el doble de las horas que deberían. 
Cabe señalar que no es lo mismo manejar un ómnibus en la calle -esto está denunciado en el Ministerio- que 
estar al frente de un almacén en la casa. El Ministerio argumenta que los trabajadores patrones pueden tener 
libertad de horario, pudiendo trabajar más de ocho horas, sin que ello genere un problema a ese nivel. Pero 
esto también tiene que ver con el cuidado de toda la población porque una persona que trabaja más de doce 
horas frente al volante puede ocasionar situaciones bastante comprometedoras. 


Tanto este aspecto como el de los micros, que están planteados en este acuerdo, deberían estar controlados. 
No decimos que la Intendencia Municipal de Montevideo no controle esto en determinadas situaciones, pero 
los propios trabajadores hemos tenido que llamar al Director de Tránsito y Transporte para avisarle que en 
líneas y en horarios en que no se permite hacer servicios de micro, se estaba trabajando de esa manera, y la 
Comuna tuvo que ir a controlar esas situaciones. Entonces, más allá de que colaboremos en estos casos, no es 
a nosotros a quienes corresponde la iniciativa de ese control, sino a la Intendencia. 


SEÑOR PEREYRA.- Quisiera agregar a la pregunta que hizo la señora Diputada que si para el 
acuerdo es necesario que determinados coches que hoy trabajan con conductor y con guarda pasen a 
manejarse con conductor cobrador, nosotros planteamos que se establezca el número de personas por 
unidad y qué pasa cuando baja esa cantidad. Si, por ejemplo, se estableciera que tienen que trabajar 
cuatro personas por coche y ese número bajara, ¿qué pasaría? ¿Ingresaría personal? No es posible que 
se nos diga que son cuestiones de las empresas los temas de carácter social y que no suceda lo mismo 
cuando se trata de aspectos de tipo financiero. Pongámonos de acuerdo: si nos metemos dentro del 
sistema y damos solución conjunta a los problemas de carácter financiero, también busquemos entre 
todos soluciones para los problemas de tipo social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia a los trabajadores de la UNOTT, y los 
mantendremos informados de las resoluciones que adopte la Comisión. 


(Se retira de Sala la delegación de trabajadores de la UNOTT) 


(Se suspende la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


